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I. CONCEPTO, NATURALEZA Y DISTINCIONES 

Por virtud del privilegio del fuero los clérigos solamente deben ser 
juzgados por los Tribunales eclesiásticos, con exclusión de cualesquiera 
otros y sin distinción de clases. 

Esta vinculación jurisdiccional de los clérigos a sus propios tribuna­
les nace de una delimitación subjetiva de las atribuciones judiciales de 
la Iglesia y no propiamente de una situación privilegiada según pudiera 
deducirse de la expresión con que se le conoce. Si se entiende que hay 
aquí privilegio se parte de una premisa equivocada, o sea, atribuir carác­
ter ordinario y universal a la jurisdicción estatal y carácter especial a la 
jurisdicción eclesiástica que lleva a calificar de privilegio personal a la 
exención de la jurisdicción civil de que gozan los eclesiásticos. 

La verdad es muy otra, pues la jurisdicción de la Iglesia es propia, so­
berana y autónoma, como derivada de una Sociedad que reúne esas niis-
mas características. Además, siendo la jurisdicción, según ilustra GUASP 
(1), un concepto correlativo del proceso, la independencia del proceso ca­
nónico lleva consigo la de la jurisdicción eclesiástica. Pero como el ám­
bito de la jurisdicción se determina por razón de los sujetos, del objeto y 
de la actividad, es evidente ^ue en el aspecto subjetivo, único que aquí 
nos interesa, estarán sujetos a la jurisdicción eclesiástica todas las causas 
de las personas que determina la legislación canónica (can. 1.553 § 1.° nú­
mero 3.°), del mismo modo que quedan sometidos a la jurisdicción del 
Estado los sujetos que la ley civil especifica. 

(1) GUASP, Derecho Procesal Civil, 1956, pg. 110. 
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En consecuencia, el denominado privilegio del fuero no es más que 
parte del contenido subjetivo de la jurisdicción eclesiástica, cuya regula­
ción compete a la Iglesia exclusivamente, sin que el Estado tenga facul­
tades para usurpar o supiñmir aquella jurisdicción en orden a los sujetos 
sometidos a ella. Sostener lo contrario equivaldría a entender, errónea­
mente, que el ejercicio de la jurisdicción es función exclusiva del Estado 
y ello tanto significaría como estimar que sólo el Estado es sociedad pú­
blica perfecta. Por ésto, ni aún puede admitirse la distinción que hace 
RoBERTí entre jurisdicción eclesiástica y fuero eclesiástico, entendiendo 
por éste «el reconocimiento de la jurisdicción eclesiástica én la esfera del 
Derecho estatal» (2), porque el fuero eclesiástico, en su propio y verda­
dero sentido de Tribunal ante el que una persona debe ser demandada, 
dimana del propio Derecho de la Iglesia y no del reconocimiento estatal. 

Esta concepción jurisdiccional del privilegio del fuero aleja toda sos­
pecha de trato favorable, a veces odiosamente entendido y, lo que es peor, 
tendenciosamente interpretado. No hay tal privilegio, ni tampoco inmu­
nidad personal como opinan algunos autores (3), ni «ius singulare» (4), 
pues todas estas calificaciones presuponen la exclusividad jurisdiccional 
del Estado, siendo así que en esta materia los clérigos gozan de un propio 
derecho subjetivo a jurisdicción propia dentro de los límites pei;;^onales de 
la «potestas iurisdictionis» de la Iglesia. Más cerca de la verdad, está Ro-
DRÍGUEZ-A RANGO cuaudo se refiere al fuero propio —el fuero eclesiásti­
co— como manifestación del ámbito personal de la jurisdicción eclesiás­
tica (5). 

Por último, hay que poner buen cuidado en no confundir el privilegio 
del fuero con otras instituciones, como la episcopalis audientia, la appeLla-
tio ab abusu y el recurso de fuerza en conocer. 

La episcopalis audientia lleva consigo jurisdicción colectiva en cuanto 
cualquier causa que fuere de la competencia del Juez secular puede libre­
mente elevarse al Tribunal episcopal. La áppellatio ab abusu es la atribu­
ción al Estado de la facultad de reparar un acto abusivo ejecutado por la 
autoridad eclesiástica mediante alzada de los acuerdos de ésta para su re­
solución definitiva por la autoridad civil. Y el recurso de fuerza en cono-

(2) ftoHKHTi, en A'iioi'O Diycslo llalinno, ;iilículo iiOicliiKimenlo tlcUii Giíjrisdizioiic ISccIe-
sinslica», T. IX, pg . 218. 

(3) Giu.SEi'i>u PIOLA, en Digcslo Italiano, .•irlículo «Ininuini la EcclesiiisticliG», T. XIU-l ." , 
pg. 6 1 ; luNG, El Dereclio Público de la Iglesia en sus relaciones con los Estados, 1957, pg . 210 ; 
SoTii.Lo, Compendii ini Inr is Publici Ecclesiastici, 1947, pg . 216. 

(4) MoHTA FiGULS, «El privilegio del tuero» en el Derecho concordalario, Rev. Esp. Der. 
Can., 1954, pg. 7 9 1 ; KOBIÍRTI, De Processibus, T. I, 1956, pg. 137. 

(5) RODRÍGUEZ^ AHANGO, El fuero civil y cr-iminal de los clérigos en el Derecho canónico, 
1957, pgs. 141-142. 
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cer es un conflicto jurisdiccional promovido ante la jurisdicción secular 
por la parte que se cree injustamente perjudicada a causa de estar cono­
ciendo un Tribunal eclesiástico de un pleito que no es de su competen­
cia (6). 

(6) Sol)rn <:i>ixrú¡)n¡is iiiidic.nlia, vónsc RIONDI, II diriUo romano crisliano, T. I, 1952, pg . 
445; MAH:O PIACH.VTISI, en Novixsiino Diricslo llaliano, i i i l íni lo «Aiidicnlia episcopalis», T. 1-2.", 
Pfl. 1.93Ü; GAUDUMUT, l. 'Eglisc dans r E n i p i r e roniain , 1958, pgs. 230 y sgls. 

Do la a;);i(;//(i//o nli ahiisii h a l an C.AKON, L'appollo per abusn , 1954; NA/., Appcl commc d 'abns , 
en Dictionairc de Droil canonit ine, T. I. col. 818. 

A los reciiritoít fíe fuerzo, on connrr.r se refiei'cn el mismo CAnoN, ob. cil., pgs. 75 v sg l s ; 
CiUASP, Comcnlar los a la Ley de Knjiiiclaniienlo civil, T. I, 1948, pgs. 401 y sg ts . ; SIEHHA POMA­
RES en Enciclopedia Jnrídica Española, T. XXVI, pg. 824. 
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II. CAUSAS EN QUE OPERA EL FUERO PROCESAL DE LOS 
ECLESIÁSTICOS 

La Iglesia tiene competencia objetiva para conocer de ciertas causas, 
cualesquiera que sean el estado y condición de las personas que intervie­
nen en ellas como parte, las cuales, por lo tanto, quedan sujetas al fuero 
eclesiástico por razón de la materia, sin que haya lugar a que actúen cri­
terios subjetivos de competencia. Son estas causas las espirituales y las 
anejas a ellas (can. 1.553, § 1." núm. 1."), es decir, aquellas que miran a la 
vida espiritual, como fe y costumbres, sacramentos, sacramentales, sacri­
ficio de la misa, indulgencias, culto y ritos, voto, juramento, potestad pú­
blica eclesiástica, etc., o bien cosas que son temporales por su naturaleza, 
pero tan ligadas a otras espirituales que no pueden separarse, como el de­
recho de patronato, el beneficio eclesiástico y otras (7). 

Donde opera el privilegio del fuero es en las causas que, siendo objer 
tivamente de la competencia del Estado, se promueven contra clérigos o 
asimilados. Se produce en este supuesto una concurrencia de jurisdiccio­
nes sobre unos mismos sujetos, en la que el Estado alega como razón de 
su competencia la materia litigiosa y la Iglesia las cualidades personales 
de los litigantes. La preferencia hay que decidirla conforme a los princi­
pios del Derecho Público Eclesiástico, que nos demuestra la superioridad 
de Ja Sociedad eclesiástica sobre la civil (8); en consecuencia, hay que 
admitir que en aquel concurso triunfará la competencia subjetiva de la 
Iglesia sobre la objetiva del Estado. 

También puede actuar el privilegio del fuero en las causas de fuero 
mixto y en las causas mixtas..Las primeras son aquellas que tanto son de 
competencia del fuero eclesiástico como del civil y ésto por la razón de 

(7) RoBEHTi, De p r o c , cil. , pgs. 128-12S 
(8) CAPTULLO, Sumnia lu i i s Publici Ecclesiastici, 1943, pg. 212; OTTAVIANI, Compend ium 

luris Publici Eclesiastici, 1934, pg. 534. 
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que objetivamente tienen naturaleza espiritual a la que se unen cualida­
des temporales separables, o a la inversa, como los actos o contratos en que 
interviene juramento, testamento de los laicos con legados píos, etc., y en 
materia penal las causas relativas a delitos contra la vida, buena fama, 
buenas costumbres, religión, etc.; el can. 1.553, § 3.°, somete las causas ci­
viles mixti fnri al fuero de prevención y, por lo tanto, al jugar criterios 
objetivos, solamente operará el privilegio del fuero si, conociendo por pre­
vención los Tribunales del Estado, se dirige la. acción contra clérigos, en 
cuyo caso prevalece el fuero personal sobre el de prevención. 

Las causas mixtas, o sea, las que desde distintos puntos de vista 
—diversitas rationis— caen bajo la competencia de la Iglesia y del Esta­
do, permiten también la actuación preferente de los Tribunales eclesiás­
ticos por razón del privilegio del fuero en el supuesto de que hubiere clé­
rigos llamados a juicio ante los Tribunales del Estado. En materia penal, 
el can. 2.198 establece una competencia cumulativa, pero también habrá 
de tenerse como prevalente, en ŝu caso, el privilegium fori. 

Desde otro punto de vista, el fuero propio de los clérigos actúa en las 
causas propiamente dichas, es decir, en los procesos, tanto civiles como 
criminales, contencioso-administrativos, laborales, fiscales y de cualquie­
ra otra especie, sean las acciones petitorias o posesorias, personales o rea­
les, ordinarias o sumarias, de cognición o de ejecución (9). Por el contra­
rio, no opera el privilegio en los actos de jurisdicción voluntaria, pues lo 
son de pura homologación judicial, desprovistos de carácter procesal (10), 
ni en los actos de conciliación (11), arbitrales, procedimientos administra­
tivos, ni en los seguidos ante Tribunales de Honor (12). 

(U) Opina SAHATIÍ» (I.:IS coniunidaclos ruligiosns, eji ol Deiecliü español coiicordailo, l'J56, 
pg. 211) que no acLi'ta ol pr-'nllcyio dol l'noi'fj cu los juicios cjcciilivos sobre bienes de de te rmi­
nada persona, pues —dice— no es juicio propia inenle diclio, ni hay conlención, ni demanda­
do, ni sentencia. Pero basta ojear los arts. 1.429 y sgts. de la Ley de Bnjniciamicnlo civil para 
ciarse cuen ta de lo conti 'ui lo; por ésto los procesalislas coin. iden en a l r ibd i r ic la naturaleza de 
juicio sumar io de cognición, como \,\ Vi.\y.\, Derecho Proci.'sal Civil Español, T. 11, 1943, pgs. 
523 y sgts. y IIIÍUGH en Derecho Procesal (con GÓMUZ OÍIHINK.H), T . I, 1949, ])g. 4Ü8. 

(.10) GuA.si'. üe r . Proc. cil., pgs. 1.G37 y sg l s . ; GI.MIÍ\O C.A.XMHÍM, IJnsayo de una leoria gene­
ral sobre la jurisdicción volunlar ia , An. Der. Civ., 1953, pgs. 3 y sgts. 

(11) MiGoiíLiíz, Comentar io al canon 2.341 del <!;<'>digo de Derecho Caní'jni.o cdilado por la 
IJiblioleca de Autores Cris t ianos; MOHAI.HS, Tratado do Derecho Eclesiásico General y Par t icular 
de España, '1'. IV, IV, 1884, pg. 648. 1.̂  serdencia ilcl Tr¡t)uTial Supremo (Sala 2.»), do 22 de 
Mayo do 1053, en relación con la procedencia do la licencia para C|i|erellarse por injurias verti­
das en acto conciliatorio, declaró que éste no es juicio en la acepción técnica de este vocablo. 
Inicios.!mente opina CAPPKI.LO que habrán de lenerse en cuenta la potestad y las funciones del 
Juez conciliador en cada caso part icular . (De censnris , 1950, pg. 227). 

(12) GuASi', El Concordato y el Derecho Procesal del Estado, publicado en oEl Concordato 
de 1953», 1956, pg . 255. 
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lil. INTROMISIONES DEL PODER CIVIL EN LA DELIMITA­
CIÓN SUBJETIVA DE LA JURISDICCIÓN ECLESIÁSTICA 

La potestad judicial subjetiva de la Iglesia no puede ser desconocida, 
perturbada ni suprimida por el Poder civil, sino que debe ser respetada en 
sus justos límites y ello porque la soberanía de la Iglesia no puede ser me­
noscabada en ninguna de sus manifestaciones (13) Sin embargo, las usur­
paciones del Estado en la regulación de los límites de este privilegio ha 
dado lugar a continuos avances y retrocesos en el ámbito del privilegio, 
según puede verse en el siguiente resumen histórico (14): 

A) La jurisdicción eclesiástica tuvo en los primeros tiempos del cris­
tianismo una amplia base personal, pues abarca no solamente las causas 
de los clérigos, sino las de los fieles en general. Textos evangélicos sirven 
de fundamento a esta jurisdicción (San Mateo, XVIII, 15-18; San Pablo 
I Cor., IV, 3-4; V, 12-3; VI, 1-5; I Tim. V, 19-20), que son confirmados 
por la Didascalia y por textos de Orígenes y Tertuliano. Los cristianos 
se sometían gustosamente a esta jurisdicción, pues constituían minoría en 
un mundo pagano que les perseguía. 

B) El reconocimiento de la Iglesia por los emperadores romanos per­
mitió una mayor libertad en el ejercicio de la jurisdicción eclesiástica. Cá­
nones conciliares mandan a los clérigos que lleven sus causas ante el Obis­
po y establecen la sanción de excomunión para los fieles que llevasen ante 
Tribunales civiles las causas relativas a la fe. (Conc. III de Cartago, c. 9; 
Conc. IV de Cartago, c. XXVI, c. LXXXVII; Conc. de Calcedonia, c. 9). 

El Poder civil fué, por lo general, consecuente con el fuero propio de 
los clérigos. Coinciden los autores (15) en que la primera disposición le-

(13) ELOY MONTUHO, Doieclio Público Kolesiáslico, 1952, pgs. 28 y sgls. 
(14) GAUOEMUT, ob. cil., |igs. 242 y sgls . ; HioNuí, ob. cil., [igs. ,375 y sg ls . ; S.\LVIOLI, en Di-

<jcslo Jlalhino, arlíciilo «l'Vn'o occIesi.Tslico», T. XT-2.*, pgs. 770 y sgls . ; RoDRioup.z-An.vNGo, ob. 
t i l . , pgs. 31 y sgls 

(15) GAUDEMET, ob cit., pg. 2 4 1 ; BIONUI, ob. cit., pg. 337. 
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gislativa de carácter secular sobre esta materia es una ley de Constancio 
y Constante del año 355 (Theodosiano, XVI, 2, 12) en la que se establece 
que los Obispos no pueden ser acusados ante los jueces seculares, sino ante 
el Tribunal oportuno, que es el eclesiástico. U n a Constitución del año 
376 (Theod. XVI, 2, 23) extiende la competencia de la jurisdicción ecle­
siástica a todos los clérigos. Pero en el año 398 Arcadio y Honorio decrer 
taban que las causas civiles no se encomendasen a los Obispos si no me­
diaba compromiso mutuo de los partes (Cod. lust.. I, 4, 7), admitiéndose 
recurso ante el Juez civil (ídem, I, 4, 8); ante las protestas de los Obispos 
se dispuso en el año 399 por los mismos emperadores que los Obispos fue-
lan jueces de las causas religiosas (Theod., XVI. 11, 1). Otro retroceso sig­
nifica la Constitución de Honorio y Theodosio del 408 (Cod. lust.. I, 4, 8) 
que admitió el juicio episcopal solamente cuando los litigantes hubieran 
elegido ser oídos por sacerdotes; mas otra del año 412 restableció el privi­
legio (Theod. XVI, 2, 41). Juan el Usurpador suprime el fuero, que es res­
tablecido por una Constitución del año 425 (Theod. XVI, 2, 47) y más 
tarde (año 452) la Novela XXXV de Valentiniano dispuso que se pudiera 
acudir al Tr ibunal obispal contra un clérigo solamente cuando hubiera 
acuerdo entre las partes sobre ello, y, a falta del mismo, estableció Mar­
ciano (Cod. lust., I, 3, 25) que fuera competente el Prefecto del Pretorio. 
La legislación justinianea presenta importantes aspectos del privilegio del 
fuero, y aún restringiéndolo, adopta algunas medidas favorables, sobre 
todo en las causas criminales que se atribuyen al Tribunal del Obispo, 
mientras cjue para conocer dé las civiles se necesita el consentimiento de 
las partes, atribuyéndose en este caso al Obispo función arbitral cuando se 
trata de causas pecuniarias (16). 

C) En la época franca, los Concilios galos exigieron la autorización 
del Obispo para llevar a los clérigos ante los jueces civiles (Agde, 506; 
Epaone, 517; III de Orleáns, 538; IV de Orleáns, 541), estableciéndose la 
pena de excomunión para los jueces que osaren conocer en el fuero civil 
contra los clérigos (II de Lion, 567; I de Macón, 581) y extendiéndose el 
privilegio a las viudas y huérfanos (II de Macón 585), manteniéndose 
estas normas en los Concilios posteriores de París y Reims y en los Sino-
dos Romano I, Aquisgrán, Altehim y Lateranense de 1059. Especial in­
terés ofrece el can. 30 del Sínodo de Francfort (año 794) que prevé la exis­
tencia de Tribunales mixtos en que juzgaban a la par los condes y los 
obispos las causas de clérigos y laicos. 

Pero, como dice SALVIOLI (17), una cosa eran las recomendaciones de 

(16) luNG, ob. cil., pgs. 213-214. 
(17) SALVIOLI, loe. cit., pg. 774. 
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la Iglesia y otra, el Derecho del Estado. En efecto, aquellas pretensiones 
de la Iglesia no fueron reconocidas por la legislación merovongia y sola­
mente en el año 614 un edicto del emperador Clotario 11 permitió que las 
acciones de possessione, es decir las controversias en torno al dominio, y 
las de libértate, ó sea, las de estado, continuaran siendo de la competen­
cia del Tribunal secular, mientras las acciones por deudas, las obligacio­
nes ex delicio y las causas de reivindicación mobiliaria debían decidirse 
ante el Obispo. Para los negocios criminales el edicto distingue entre clé­
rigos menores, que quedan sujetos a la jurisdicción del conde a no ser que 
se hubiere cometido crimen mayor, en cuyo caso actuaría el Tribunal 
mixto, y los clérigos mayores, sometidos a la jurisdicción del Obispo. En­
tre los reyes carolingios, Pipino el Breve dispuso en la Capitular de Var 
(año 755) que ningún clérigo debía comparecer ante juez secular sin per­
miso de sü Obispo, y Carlomágno, en una Capitular del año 769, prohibió 
al Juez público constreñir o condenar a un clérigo sin permiso del Pontí­
fice bajo pena de exclusión de la Iglesia (18). 

• D) Durante los siglos XI al XIV la jurisdicción eclesiástica llegó a 
un gran apogeo, sobre todo con la victoria de Gregorio VII en la lucha de 
las investiduras, no menos que por la debilitación del poder temporal mi­
nado por el feudalismo, y por el renacimiento del Derecho romano, asi­
milado y, en ciertos aspectos, perfeccionado por el Derecho canónico, que 
pronto alcanza su madurez ofreciendo los Tribunales y el proceso canó­
nico garantías que no podía ofrecer el Poder temporal. Es lógico pensar 
que en ésta época se robusteciera el privilegio del fuero, hasta el extremo 
de que los Obispos llegaron a extender su jurisdicción sobre las miserabi-
lia personae: viudas, huérfanos, penitentes y peregrinos, a los que se aña­
dieron después los cruzados y los alumnos universitarios. El privilegio era 
ofrecido'a estos protegidos como un refugio contra las-opresiones y las 
denegaciones de justicia de los Tribunales seculares, pudiendo escoger en­
tre una y otra jurisdicción. 

El fuero privilegiado es recogido por el Decreto de Graciano,'que lo 
toma dé documentos pontificios (Inocencio I, Gelasio I y Gregorio I) o de 
disposiciones conciliares de las ya examinadas (c. 14-50, C. XI, q. I), es­
tableciéndose la competencia del Obispo en las causas contra clérigos y, 
en consecuencia, la obligación moral que tienen los reyes y soberanos 
temporales de honrar y no juzgar a los sacerdotes del Señor. Las Decreta­
les atribuyen competencia al Tribunal eclesiástico en los siguientes casos: 
1) En los litigios de los clérigos entre sí; 2) De los laicos contra los clé­
rigos ; 3) Por derecho particular, de los clérigos contra los laicos; 4) De 

(18) Para el conpcimienlo de la praxis en osla época, cfr. SALVIOLI, loe. cit., pg. 785. 
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los laicos que se.encontraren al servicio de eclesiásticos. En materia cri­
minal se mantiene también la exención y si el clérigo delincuente fuere 
incorregible debe de ser excomulgado y si aún permaneciere contuinaz 
puede llegar a ser abandonado al brazo secular (Lib. I, Tits. I y II). 

El privilegio amparaba a todos los clérigos, seculares y regulares, de 
órdenes mayores y menores, y bastaba ser tonsurado. Sin embargo, en 
los siglos XIII y XIV se perdía ipso iure el privilegio por clérigos menores 
que llevaban una vida poco compatible con el estado clerical, tales los 
qué se casaban en, segundas nupcias o con una viuda, los que se dedica­
ban al comercio o a negocios torpes y otros. 

En líneas generales, puede asegurarse que el privilegio se reconocía por 
el Poder civil. Basta citar el juramento de los cónsules de Pisa en el año 
1181, a cuyo tenor clérigos .<>uos distringere et habere potestatem in eis et 
juris dictionem suam in eos exercere sicut episcopus in suis clericis de-
bet (19). 

E) El Derecho de las Decretales fué confirmado, en lo referente al 
privilegio del fuero, por diversos concilios posteriores, como los de Lion 
(años 1245 y 1247), Rávena (1311, 1314 y 1317), Toledo (1473) y Leti-án 
(1517). El Concilio de Trento (sesiones 7, 13, 24 y 25, de reformat.) repro-

-dujo, confirmándolas^ las anteriores disposiciones canónicas sobre com­
petencia del Tribunal del Obispo en las causas civiles y criminales de los 
clérigos; y así, en el Discurso para la sesión 23, Cap. VI, se dijo: «La po­
testad laical no debe tomarse la licencia de juzgar por,sí y bajo este pre­
texto apoderarse de- los que son o se suponen clérigos; puesto que perte­
nece juzgarlos a los Obispos y a los otros Superiores eclesiásticos; los cua­
les asimismo deben tener presente la justicia y la tranquilidad pública, 
para que no dejen, de castigarse los delitos cometidos, y prevenirlos para 
en adelante, y no afectar una regla de inmunidad o fuero, convirtiéndola 
en lucro y mercancía, halagando de este modo a los delincuentes y mal­
hechores para que puedan cometer otros». 

Pero la extensión de la jurisdicción eclesiástica provocó reacciones de 
las Potencias seculares. AUGUSTE DUMAS^ en su artículo Histoire de la Jti-
risdiction ecclésiastique (Dictionaire de Droit Canonique), presenta los 
resultados a que llevó la- progresiva usurpación del fuero eclesiástico por 
el Poder civij: .1) La subordinación de la jurisdicción eclesiástica a la ci­
vil mediante la coacción, frecuentemente empleada por los Oficiales rea­
les, de embargar el beneficio eclesiástico hasta tanto que el clérigo cedie­
ra al Poder civil, o bien el recurso de los Oficiales al Parlamento para que 
éste revocara las censuras, infligidas por los Obispos y otros .dignatarios 

(19) Memorie e dociimenü per serviré a la Sloria di Lucca, Faneca, 1836, T. IV, II, núm. 
137, cil. por SALVIOLI, loe. cil., pg. 798. 
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eclesiásticos a los embargantes, utilizándose también la apelación por 
abuso. 2) La reducción de la competencia eclesiástica, que tuvo lugar 
ratione materiae y ratione personae. Esta última, única que aquí nos in­
teresa, se produjo en los siguientes términos: 1." En lo criminal, de una 
parte se atribuyó competencia a la jurisdicción laica para castigar a los 
clérigos en todos los casos en que aparecía la idea de un atentado al Po­
der real (llevar armas, injurias a Oficiales reales, falsificación de moneda 
real o sello del Rey, etc.); por otro lado, se hizo corriente emplear la ex­
presión «caso privilegiado» para designar delitos cometidos por clérigos 
y de los que la Justicia real podía conocer, o sea, eran privilegiados para 
los jueces reales, considerándose casos privilegiados los crímenes atroces 
como el homicidio, el robo, el incendio y así se llegaban a enumerar hasta 
cincuenta casos. 2.° En los procesos civiles atrajo la jurisdicción real el co­
nocimiento de los contratos celebrados ante jueces o notarios eclesiásticos, 
ante el Oficial de la Justicia real o en documento privado reconocido. 

La Revolución francesa abolió toda forma de privilegio eclesiástico y 
estableció que la justicia fuese única para todos los ciudadanos, principio 
que se generalizó por casi todos los Estados con el consiguiente grave que-
bianto para el privilegio del fuero. . 

F) El siglo XIX se caracteriza por la labor reivindicatoría del privi­
legio, que tiene lugar desde una doble procedencia. Primero por la mag­
nífica elaboración doctrinal que del mismo hicieron diversos autores, en­
tre los que destacan SCHMALZGRUEBER y REIFFENSTUEL (20), y luego, sobre 
todo, por las continuas declaraciones, protestas y condenaciones formula­
das por los Romanos Pontífices. Pío IX, en la Alocución In consistoriali, 
de 1 de noviembre de 1850, protesta contra los jueces civiles que, en vir­
tud de los poderes ilícitos que les ha concedido la ley de Cerdeña, se per­
miten citar ante su Tribunal a los clérigos e incluso a los Obispos y se han 
arrogado el derecho de juzgar su actuación espiritual y les han condena­
do injustamente. Igualmente, en la Alocución Acerbissimum, de 27 de 
septiembre de 1852, se'manifiesta contra el establecimiento de Tribuna­
les civiles para juzgar a los eclesiásticos. En la Alocución Numquam fore, 
de 15 de diciembre de 1956, se opone a la legislación mejicana sobre su­
presión del privilegio del fuero. En el Syllabus se condena (proposición 
XXXI) a los que quieren suprimir el privilegio del fuero. El mismo Pon­
tífice, en la Constitución Apostolicae Seáis de 12 de octubre de Í869, ful­
mina excomunión latae sententiae contra los que atentan contra el privi­
legio del fuero, en estos términos: «Cogentes sive directe sive indirecte 
judices laicos ad trahendum ad suum tribunal personas ecclesiasticas 

(20) Vid. RoDHÍGUEz-AnANGo, ob. cit,, págs. 54 y sgls. 
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praeter canónicas dispositiones, item edentes leges vel decreta contra li-
bertatem aut jura Eclesiae». El alcance del término cogentes fué precisa­
do por la Circular del Santo Oficio de 23 de enero de 1886 declarando 
que, dondequiera que había sido derogado el privilegio del fuero, los jue­
ces y. sus auxiliares no incurrirían en excomunión, sino únicamente las 
autoridades legislativas. En la interpretación - de dicho término insistió 
San Pío X en su Motu Proprio Quantavis• diligentia,-á&-9 de octubre de 
1911, mostrando un espíritu de mayor severidad que el Santo Oficio, pues, 
en adelante, cualquier seglar o clérigo, hombre o mujer, que citare u obli­
gare a comparecer ante un Tribunal secular a una persona>del estado 
eclesiástico sin haber obtenido el permiso de la Autoridad diocesana,, se­
ría castigado con la excomunión latae sententiaé, especialmente reservada 
al Papa; pero, conformé a la interpretación común de los canonistas, este 
Motu Proprio sólo tiene valor en las regiones donde no ha sido derogado 
el privilegio (21). . 

G) En España, coinciden los. autores en la afirmación de que nues­
tro Derecho reconoció el privilegio del fuero, tanto en los asuntos civiles 
como en los criminales (22). La Lex Romana Visigothorum contiene le­
yes favorables al mantenimiento del privilegio, como la de Valentinia-
no III del año 452 y la de Constancio y Constante del año 355. El Conci­
lio III de Toledo castiga con excomunión al Obispo que acude a Juez se­
glar contra otro clérigo; Y la Colección Canónica Hispana contiene nume­
rosos cánones que prescriben este privilegio, mientras en el Fuero Juzgo 
varias .leyes de Chindasvinto se muestran menos benóvolas con los pri­
vilegios de los Obispos (23). 

Posteriormente se estableció la separación entre clérigos menores y 
mayores, para atribuir el privilegio a los primeros en las causas crimina­
les pero no en las civiles (Ley 49, Tit. VI, Part. I). La Instrucción de Fe­
lipe II de 1565 dispuso que, con objeto de que las Justicias tuviesen enten­
didos quienes eran los clérigos de tonsura y primeras órdenes que han de 
gozar del privilegio del fuero, presentasen éstos sus títulos o licencias ante 
la Justicia de la cabeza del Partido de su jurisdicción, donde se anotaría 
en el libro correspondiente y se les daría fe de ello al pie de dicho título o 
licencia. Por lo que respecta a los clérigos mayores, se les afora en las cau­
sas temporales cuando «demanda un clérigo con otro... mas si el clérigo 

(21) Itcinos seguirlo .T hiNO on esle resumen de clocli'in;i pontirici.-i (ol), cil., pgs. 222 y sgls.). 
(22) RFOATUJI.O, Aceren del pr i \ i legio fiel fuero, Rev. Hsp. Dor. Can., 1948, pgs. 1.114 y 

sg ls . ; MonAi.iís, ob. oil., 'I'. IV. pgs. 620 y sgls. • : • ' * 
(23) HiNOJOSA, La jurisdicciíMi eclesiáslica cnli'e los visigodos, Obrys, T. 1,*1948 pgs. 10 y 

sgls., en donde pueden verse a lgunas parí ion laridades de las disposiciones dictadas por los mo-
naroas visigodos. . . 
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demandare alguna cosa temporal al lego, tal demanda como esta debe ser 
fecha ante el.Judgador seglar». (Ley LVII, Tít. VI. Part. I), saliendo en 
defensa de la jurisdicción eclesiástica las leyes III y IV, Tit. I, Lib. II de 
la Novísima Recopilación, que manda a las Autoridades que no la pertur­
ben ni la impidan con embargos, estatutos personales, ernplazamientos 
ni apremios. En las causas criminales no estaba amparado el clérigo en 
ciertos delitos cometidos por ellos, como el de lesa majestad, asesinato, 
desacato y atentado a los magistrados piiblicos, herejía si el reo no se co­
rrige y abjura del error,, falsificación de letras apostólicas o de cartas o 
sello del Rey, conspiración contra el propio Obispo, crimen nefando o so-
domíticio, etc. (24). .. 

La Ley, de Unificación de Fueros de 6'de Diciembre de 1868 supri­
mió el privilegio al disponer en su art. 1." que la jurisdicción ordinaria se­
ría la.tínica competente para conocer de los negocios civiles y causas cri­
minales por delitos comunes de los eclesiásticos, sin perjuicio de que el 
Gobierno español concordase en su día con- la Santa Sede lo que ambas 
Potestades creyeren conveniente sobre el particular. Esta derogación uni­
lateral del. privilegio constituyó un evidente abuso de poder, en cuanta 
el fuero propio de los eclesiásticos venía impKcitamente reconocido por el 
art. 43 del Concordato del año 1851 y se necesitaba del concurso de am­
bas Potestades para modificar o derogar lo convenido por ellas. De ahí 
que muchos jueces y magisti-ados, apoyándose en dicho precepto, conti­
nuaran solicitando de los respectivos Ordinarios diocesanos la debida li­
cencia para que personas eclesiásticas pudieran ser emplazadas ante la 
jurisdicción del Estado (25). 

(24) Vid. MORALES. Oh. cil.,. T. IV. pgs. ÍÍG3-664, que Iraiiscribc los opor lunos textos (Leyes 
57, 59, 60, Ti l . VI, Part . l.^; I.ey 6.", Tit. X, l.il). I, iVov. Recop. ; Ley 18, Til . I, Lib. II , 
í d e m ; Ley 15, Ti l XXIII, Lib. XIl , ídem) . . 

: (25) Vid. SABATEH, ob. cit;-, pg. 219; MONTERO, El nuevo Concordato español, 1954, pg. 8 0 ; 
PosTius, El Código canónico aplicado a Espsña, 1926, pg. 453. 
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IV. ESTADO ACTUAL. DE LA CUESTIÓN 

En nuesti'os tiempos, las usurpaciones de los Estados en esta materia 
son tan frecuentes, aun. de parte de aquellos que reconocen la autoridad 
de la Iglesia, que es muy difícil que se sostenga el privilegio y hasta se ha 
llegado a afirmar que «en los países modernos está suprimido casi en to­
das, partes, (y) la Iglesia ha consentido muchas veces en la derogación de 
este privilegio, especialmente respecto de las causas contenciosas» (26). 
Unas veces el espíritu regalista y hostil de los Gobiernos, otras la impera­
tiva corriente igualitaria en materia jurisdiccional plasmada en los textos 
constitucionales, la necesidad de una pronta administración de justicia, 
la escasa capacitación en Derecho civil de los jueces eclesiásticos y hasta 
la necesidad de ceder la Iglesia al negociar huevos Concordatos, resignán­
dose a suprimir o a atenuar el privilegio del fuero para asegurarse más ini-
j:ortantes concesiones de parte de los Estados en otras materias (persona­
lidad jurídica de los entes eclesiásticos, matrimonio canónico, bienes ecle­
siásticos, etc.), todas estas circunstancias han conducido a una supresión 
total o parcial o a una degradación del fuero de los clérigos. La degrada­
ción ha consistido en reducir el fuero clericala la licencia que ha de con­
ceder la Autoridad eclesiástica para que la civil pueda conocer de las cau­
sas contra clérigos, quedando así convertido el privilegio del fuero en uija 
condición de procedibilidad del juicio correspondiente (27), o lo que es 
menos aún, se establecen solamente ciertas garantías que aseguren la in­
formación del Ordinario, como la notificación de la incoación de proce­
sos contra clérigos y de las resoluciones que recaigan, o que velen por la 

(26) HoBKivri, Ordiiianiénlo..., cit., pg. 226. 
(27) GuASP, El CoMcorilalo..., c¡l., pgs. 252-2.5.3; Vi.in.\, Leccionos de Durcolio Proces.il Puñal, 

1050, pgs, 181-182; l''E.\i!Cn, Deroclio Procesal Penal, Tomo I, 1952, pgs. 341 y sgls. 
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dignidad del estado clerical en las causas criminales, cómo la detención 
y prisión de eclesiásticos en lugares que designe el Ordinario. 

Esta situación es la que reflejan los últimos Concordatos, con algunas 
variantes: 

1) Supresión del privilegio en las causas civiles, con rara admisión 
de la licencia para comparecencia de los Prelados ante el Tribunal civil. 

2) En materia criminal se reserva a la Iglesia el conocimiento de las 
causas por delitos eclesiásticos (los que violan solamente una ley de la 
Iglesia), reconociéndose eficacia a las decisiones eclesiásticas recaídas en 
estas causas (Concordatos polaco, letón, italiano, austríaco, español y do­
minicano) (28). . . 

En los delitos no eclesiásticos ni aún la licencia episcopal se mantie­
ne, pues la mayoría de los Concordatos se limitan a exigir de los Tribu­
nales civiles que informen a la Autoridad eclesiástica de la instrucción su­
marial y de la sentencia que recaiga y a convenir que los clérigos cum­
plan la detención, prisión y penas privativas de libertad en locales sepa­
rados de los laicos, en un convento u otra casa religiosa o en el lugar que 
el Ordinario designe (Concordatos j^olaco, lituano, italiano ,austríaco y 
dominicano). Constituye una notable excepción el Concordato español, 
qiie exige la licencia del Ordinario como condición de procedibilidad (29). 

(28) LlíTOiMA (Concórdalo (lo 30 de .Mayo do 1922), arl,. XVII ; ..Los e lesiáslicos acusados 
do haber fallado a las ol)Ují:.cioiu;^ do su oslado sacordolal so juslil'icaii anie el Arzobispo o sus 
delegados. Del juicio ef)isco|ial no [)ucdo rocurr irsc aiile Juez laico». 

POLONIA (Concórdalo de lÓ do Kelirern de 1925), arl . XXII : «Si los clérigos o religiosos 
son acusados a tde Ir ibunales laicos de dclilos iirriii'sio.i ¡lur las l<:yc¿ //ciuiícs de ¡a 7ícpúí)¡ic(i...i>. 

ITALIA i,Coiicórdalo do 11 de Kcbroro de 1020), ar l . 8 : «lín i aso de ser llevado anic el Juez 
penal uu clérigo o religioso por' delito...n. 

AUSTRIA (Conrordrdo de 5 de .Ionio do 19-33), nrl . XX : «lin caso de ser llevado anIe el Juez 
Penal un eclesiíslico o un religioso, el Tr ibunal civil debe informar i iuiicdiaUunenlc al Ordina­
rio de la Diócesis c o n i i i p l e u l e - » . Arl. X X H : «Todas, las oirás uia 'cr ias , relaliv.-is a personas 
y cosas eclesiásticas, de las (|uc JÍO SO lia tralado en los arlículos precedentes, serán reguladas 
según el Dcrcclio canónico AÍg(;tde». ' ' 

• ESPAÑA, a.rt. XVI : «l;".l listado reconoce y resiiela I:; couipelcncia privativ;, de la Iglesia en 
aquellos delilos (¡ue. e.xclusivauíenlo \iOlan una ley eclesiáslica...», 

REPURI.ICA DOMINICANA (Concórdalo de 16 (le .Tunio de 1954), ar l . X I I I : «En caso de que 
se levanle acusación penal coidra alguna persona eclesiáslica o religiosa, la Jurisdicción del Es­
tado apoderada del asunto doliera informar o p o r l u n a m e n l e al competente Ordinar io . . .» . Art. 
XXVII : «Las dom.-is maleri.-s relativas a personas o cosas eclesiásticas' que no hayan sido Irata-
das en los arlículos precedentes serán .• rregladas según el Derecho Canónico vigcple». 

(29) Véanse los Concórdalos y arliculos citados en la .nota anter ior . 

file:///iOlan
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V. FUNDAMENTO DEL PRIVILEGIO 

En tres grupos fundamentales incluye OJETTI las opiniones manteni­
das a este respecto: 1) El integrado por aquellos autores para quienes el 
privilegio del fuero procede del Derecho divino, al menos del Derecho 
natural, y que viene representado, entre otros, por FAGNANUS, BELARMINO 
y SUAREZ; 2) El que hace radicar el fundamento jurídico del privilegio 
sola y exclusivamente en el Derecho Canónico, entre cuyos defensores po­
demos contar a COVARRUBIAS, VITORIA, MOLINA, BARBOSA^ etc: 3) Un últi­
mo grupo defiende la opinión, combatida por las otras dos, de que la 
exención procede directamente de una concesión hecha liberalmente por 
los Poderes civiles en favor de las personas eclesiásticas, siendo sus mante­
nedores los regalistas primero y los protestantes después (30). 

Se ha dicho que la indagación de la naturaleza jurídica de este privi­
legio ha de partir de la consideración de la doble condición del sacerdote 
como persona sagrada y como subdito de un Estado (31). En el primer 
aspecto, el status del sacerdote lleva inherentes ciertas prerrogativas, más 
que personales, funcionales, convenientes y, en ocasiones, necesarias para 
el libre ejercicio de su ministerio. No basta con erigir la reverencia en 
base del privilegio, pues una prerrogativa discutida por el Estado ha de 
fundamentarse sólidamente sobre base jurídica común a ambas Potesta­
des. Admitida la existencia del estado clerical —v así consta en los textos 
jurídicos civiles— ha de reconocerse como cualidad del mismo el privile­
gio del fuero, juntamente con otras inmunidades y no puede derogarse 
tal privilegio sin atentar, en su naturaleza, al referido estado. Por ello, no 
vemos que haya inconveniente en enraizar este privilegio en el Derecho 
natural, como inherente a un status al. que convienen tales atributos; pero 

(30) CiEiTi, Conienlariiiiii in Codiccm Inris Canonici, Líber secimdiis, De porsonis, 1930, 
cil. por RoDnÍGUEZ-AiiANoo, ob. cit., pg. 63 

(31) HODRÍGUEZ-ARANGO, ob. cit., pgs. 111 y sgls. 
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en un Derecho natural condicionado en lo humano y, por lo tanto,, suje­
to en su extensión a las decisiones del Romano Pontífice, en cuanto con­
venga a la Iglesia en cada lugar, tiempo y circunstancias. Así lo demues­
tra la histoiña de este privilegio que, en los primeros tiempos y sobre todo 
bajo la dominación bárbara, necesitaba mantenerse en toda su extensión 
para evitar que paganos juzgasen a los clérigos y a los cristianos en gene­
ral o que jueces crueles en procesos brutales atropellaran a Ministros del 
Señor. Hov, en los países católicos, se muestra la tendencia a conservar 
el fuero en las causas criminales, mientras se le abandona en las civiles, 
pues la deferencia de los jueces de dichos países y su preparación jurídica 
permite, en materia temporal civil, que se administre una justicia laical 
técnica que los Tribunales eclesiásticos seguramente no podrían mejorar 
por su falta de experiencia. 

Como subdito del Estado, el clérigo viene sujeto a sus leyes y de aquí 
que la fundamentación práctica del privilegio, la actuación del mismo, 
descanse sobre este trípode: 1) El convenio entre la Iglesia y el Estado; 
2) La tolerancia de aquella ante una conducta del Poder civil incongruen­
te con la naturaleza doctrinal del privilegio; 3) La costumbre inveterada 
que hubiere establecido un modo tradicional de proceder en esta ma­
teria (32). 

(32) MoHTA FiGULis, loe. cit., pg. 790. 
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VI. s u REGULACIÓN EN EL DERECHO CANÓNICO VIGENTE 

El privilegio del fuero está recogido en el can. 120 bajo la forma clau­
dicante de licencia necesaria de la Autoridad eclesiástica competente 
para que los clérigos puedan comparecer ante el Juez civil. Ciertamente 
que el § 1.° del citado canon declara que «los clérigos deben ser emplaza­
dos ante el juez eclesiástico en todas las causas, tanto contenciosas como 
criminales, a no ser que se hubiera provisto legítimamente otra cosa para 
lugares particulares», pero esta prescripción no pasa de ser un principio 
desvirtuado en parte luego por el § 2." que establece la necesidad de la 
licencia en los siguientes términos: «Los Cardenales, los Legados de la 
Sede Apostólica, los Obispos, aiin los titulares; los Abades o Prelados 
nullius, los Superiores supremos de las religiones de derecho pontificio, 
los Oficiales mayores de la Curia romana por los asuntos pertenecientes 
a sus cargos, no pueden ser emplazados ante un Juez laico, sin la licen­
cia de la Sede Apostólica; los demás que gozan del privilegio del fuero, 
sin la licencia del Ordinario del lugar en que se instruye la causa; el cual 
no negará su licencia sin justa y grave causa, principalmente cuando el 
actor es un seglar, y, sobre todo, cuando el Ordinario ha tratado de avenir 
a las partes sin conseguirlo»; y el § 3." llega hasta el extremo de autori­
zar la comparecencia sin licencia por razón de la necesidad y para evitar 
mayores males, avisando al superior cuya venia no se obtuvo. Es decir, 
que los tres parágrafos del canon citado presentan el privilegio bajo as­
pectos diferentes, en un orden descendente de claudicaciones, de tal modo 
que permite a la Iglesia en sus negociaciones concordatorias el empleo de 
una gran flexibilidad. Analicemos en sus más importantes aspectos la 
regulación canónica de este privilegio: 

A) Sujetos del privilegio.—Son los siguientes: 
a) Todos los clérigos, entendiéndose que lo son desde la tonsura 
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(can. 108), aun los suspensos, irregulares, censurados o depuestos (can. 
2.303, § 1.°). 

b) Los religiosos, aun los legos y novicios (can. 614). 
c) Las religiosas (analogía, can. 490), aun las novicias; pero no las 

postulantes (can. 539). 
d) Los miembros de Institutos de vida común sin votos, de varones 

y hembras, aunque sean legos o novicios (art. 680), así como los terciarios, 
con tal que vivan en común en estado religioso (33), pero no los terciarios 
seculares (can. 702). 

No gozan del privilegio los miembros de Institutos seculares. La Cons­
titución Provida Mater Ecclesia, de 2 de febrero de 1947, establece en su 
art. 2.°, § 1.°, núm. 2." que estos Institutos no están sometidos a la legis 
lación propia y particular que rige las religiones o las sociedades de vida 
común y no pueden beneficiarse de ella, a no ser que una prescripción 
cualquiera de esta legislación, principalmente de la que rige las socieda­
des sin votos públicos, le fuere por excepción legítimamente adaptada y 
aplicada: y con más precisión el Motu Proprio Primo feliciter, de 12 de 
marzo de 1948, confirma que «la legislación relativa a los religiosos no 
debe y no puede, en los términos de la Constitución Apostólica Provida 
Mater Ecclesia (art. 2, § 1.°), serles aplicada». No es necesario advertir 
que los clérigos miembros de Institutos seculares gozarán del privilegio 
como tales clérigos (34). 

En cuanto a las personas morales, algunos autores las consideran be­
neficiarlas del privilegio. Entre ellos, ROBERTI alega la razón de que están 
integradas por personas físicas privilegiadas; CIPROTTI sostiene que las 
personas jurídicas erigidas por la Iglesia dependen de ella en cuanto se 
refiere a su constitución y administración y, por lo tanto, también deben 
depender de ella en cuanto a su jurisdicción, añadiendo que, como di­
chas personas morales son personas eclesiásticas, deben, como las perso­
nas físicas, gorzar por analogía del privilegio del fuero (35). Otros cano­
nistas, como RECATILLO, a quien sigue RODRÍGUEZ-ARANGO, sujetan las 
personas jurídicas eclesiásticas a la jurisdicción canónica,, más que por 
razón del privilegio del fuero, por su misma naturaleza, ya que son hechu­
ra de la Iglesia y, por tanto, todos sus bienes son cosas eclesiásticas y aun 

(33) Cfr. LEGABABTOCCETTI, Commenta r iu s in Indicia ecclesiastica, Vol. I, 1950. pg . 83. 
(34) Cfr. REGATILLO, loe. cil. , pg . 1.100; CAuniinos, La ley peculiar de los Inst i tuios secu­

lares, en Esludios Canónicos, 1956, pg. 3 1 1 ; BAYER, Les Inst i tus Súculiers, 1954, pg . 214. 
(35) ROBERTI, De p r o c , cil., pg. 144; CIPROTTI, De privilegio fori quoad personas jur ídicas , 

en Aíilofíianum, 1937, pgs. 165-170. 
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SUS bienes temporales se llaman espiritualizados, porque se ordenan a un 
fin espiritual, sobrenatural (36). 

Parece, sin embargo, que es aventurado en este punto dar una respues­
ta general, sin detenerse a considerar por separado los procesos crimina­
les y los civiles. En los primeros, al menos por lo que respecta a nuestro 
Derecho positivo, no puede exigirse responsabilidad a las personas colec­
tivas (37) y, por lo tanto, no podrá presentarse el supuesto necesario para 
la actuación del privilegio. En las causas civiles, más que el privilegio 
personal del fuero operará la naturaleza temporal, espiritual o mixta de 
los derechos controvertidos, lo que lleva a plantear el problema en otro 
terreno. 

Cuestión especial se deriva de la acumulación, cuando son demanda­
dos conjuntamente laicos y clérigos aforados. Opina SABATER que en este 
caso no urge la Iglesia el privilegio, aunque bueno será que los fieles ex­
pongan el caso a la Autoridad eclesiástica y pidan ad cautelam la debida 
licencia (38). Más exacto sería no entender derogado el privilegio por ra­
zón tan accidental y extrínseca como es la acumulación, que no puede 
afectar a la esencia de la jurisdicción eclesiástica por razón de la persona; 
por lo tanto, solamente en el caso de que se obtuviere licencia de la Auto­
ridad competente para seguir proceso contra el clérigo demandado o acu­
sado quedaría expedito el camino de la tramitación acumulada, pues, en 
otro caso, habrían de seguirse procedimientos separados ante los Tribuna­
les correspondientes de ambas jurisdicciones (39). 

Admitimos, con LECA-BARTOccE'm, la posibilidad de que se pueda 
plantear cuestión prejudicial para determinar de derecho si una persona 
está o no sujeta al fuero eclesiástico y de hecho si una persona es clérigo 
o asimilado para gozar de tal privilegio; para el conocimiento de la 
quaestio inris es competente el fuero eclesiástico; la quaestio facti es mix-
ti fori y, por lo tanto, sujeta al fuero de prevención (40). 

B) Contenido.— a) Requisitos. El privilegio del fuero opera cuando 
concurren los siguientes: 

1." Que los clérigos sean llevados ante los Tribunales laicos como 
reos, es decir, como demandados o acusados {actor sequitur forum rei). 
Es necesario que el estado clerical se haya tomado antes de quedar cons-

(36) RRGATILLO, loe. cil., pg. 1.101; Ronnír.unz-AB.vNGO, ob. cit., pg. 150. 
(37) CuHi.1,0 Cu-ON, Bcrocho Penal , T. I, 19.50, pg. 313 ; QUINTANO RIPOI.LIÍS, Compendio de 

Dereclio Pen;il, T. 1, 1958, pg. 241. 
(38) S.vHATUR, ob. cil., pg. 212. 
(39) Lo aciiniulación, por ol io lado, se prestaría a! ailificio procesal de alraer al fuero 

rivil a un clérigo con sólo demandar lo conjunlainente con un laico. (Arl. 62, regla 1.*, inciso 
rOlimo, de la Ley Procesal civil). 

(40) LKG.I-BARTOCCETTI, ob. cit., pg. 87. 
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tituída la relación jurídica procesal, bien por el emplazamiento en las 
causas civiles, bien por el procesamiento en las criminales (41). Si, por lo 
tanto, se toma estado clerical por el reo después de presentada la deman­
da, la querella o la denuncia, pero antes del emplazamiento o procesa­
miento, es competente la jurisdicción eclesiástica, a no ser que se hubiere 
adquirido fraudulentamente aquel estado con ánimo de eludir la juris­
dicción civil (42). 

Si es un clérigo quien demanda,^ pero el demandado es un laico, falta 
el supuesto fundamental para la actuación del privilegio y será compe­
tente el Tribunal civil. 

2.° Que los clérigos sean llevados en nombre propio ante los Tribu­
nales civiles. Por lo tanto, pueden comparecer libremente ante la jurisdic­
ción secular cuando actúan como representantes o mandatarios de laicos 
en causa de éstos, pues entonces actúan para tercero no protegido por el 
piivilegio. Así, pues, podrán personarse como administradores, procura­
dores, tutores, curadores, defensores judiciales, síndicos, albaceas, etc. 

3.° Que no se haya obtenido la licencia, extendida por la competen­
te Autoridad eclesiástica. Dicha licencia, más que actuación del privile­
gio del fuero, cuyo carácter alísoluto pugnaría con el examen particu-
lai de cada caso, es un acto de tolerancia por parte de la Iglesia que, en 
las causas temporales, autoriza de una manera válida y lícita el ejercicio 
de la jurisdicción civil sobre las personas de los clérigos (43). 

Primeramente, sólo el Romano Pontífice solía dispensar del privilegio 
para alguna Nación, no para casos singulares; pero el Santo Oficio, en 
23 de enero de 1886, concedió a los Obispos facultades para conceder la 
licencia a los clérigos inferiores. En la actualidad conceden la licen­
cia (44): 

1) La Sagrada Congregación Consistorial si se trata de Obispos, Aba­
des y Prelados nullius: también se deben incluir aquí, aunque no 
los mencione el can. 120, el Administrador Apostólico y el Vicario Capi­
tular, así como el Vicario General, en opinión de RODRÍGUEZ-ARANGO. 

2) La Sagrada Congregación de Religiosos en procesos contra Supe­
riores Generales de Institutos de derecho pontificio. 

(41) En las causas e l imínales , precisa RHOATH.I.O fine lia de li;:l)eisc lomaflo el cslado cleri­
cal después de comeler el clelilo y sin fraude (loo. cil. , pg. 1.103). 

(42) En el juicio ejeenlivo c.< conipeloiito el misino .luez que I ramiló el dcclaralivo (can. 
1.920; Ley de Enjniciainienlo, ar l . 55). Y en apelación se al lende a la ooinpelenuia funcional 
jerárquica (can. 1..594; Ley de Enji i iciamionlo, ar l . ,387). 

(43) Cfr. WRUNz-ViD.M.-AouinnE, lus Canonicum, T. ]I , 1943. pg. 108. 

(44) Pm.i.E, Le Droit Penal de l 'Eglise, 1939, pg, 262; CAPPELLO, De censuris , cit., pg. 231 . 
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3) La Sagrada Congregación de Propaganda Fide, si se trata de Vica­
rios y Prefectos apostólicos. 

4) La Sagrada Congregación o Tribunal interesado, cuando se trata 
de Oficiales mayores de la Curia Romana. 

5) El Papa, directamente o a través de la Secretaría de Estado, en 
los juicios contra Cardenales o Legados de la Santa Sede. 

6) El Ordinario propio, si se trata de clérigo, o de religioso sujeto; el 
Ordinario regular si e! religioso es exento. 

De la dicción del can. 120 se desprende que quien ha de solicitar la 
licencia es el demandante ; ahora bien, si demandó sin licencia, haría 
bien el Juez en exigir la licencia a la parte o perdirla él mismo a la Auto­
ridad eclesiástica, suspendiendo entre tanto el curso de la demanda. 

E l O r d i n a r i o —según el can. 120— no negará su licencia sin justa y 
grave causa; y esta redacción en sentido negativo muestra claramente 
una exhortación a la Autoridad canónica para que otorgue la licencia y 
que pondere serenamente la gravedad y justicia de los motivos que pu­
dieran llevarle a denegarla. Informa REGATILLO que en las causas civiles 
lo normal es concederla, pues sucede que el demandante sólo cuenta con 
el Tribunal civil como órgano capacitado para el ejercicio de sus dere­
chos procesales: en cambio, en las causas criminales la excepción sería 
conceder la licencia, pues casi siempre concurrirá causa justa y grave para 
negarla, aunque solo sea el escándalo de ver sometido un clérigo a juicio 
criminal laical (45). 

El mismo can. 120, § 2.", expone dos motivos que deben inclinar al 
Ordinario a conceder la licencia: una, que el actor sea seglar, tal vez por 
razón del carácter mixto que en el aspecto subjetivo presentaría el pro­
ceso o para eliminar suspicacias y recelos del seglar, la otra, cuando el Or­
dinario ha tratado de avenir a las partes sin conseguirlo, motivo éste muy 
poderoso pues el texto lo esjjecifica o cualifica con la palabra máxime. 

N o obstimte lo expuesto, el § 3." de dicho canon permite la compare­
cencia del clérigo citado sin la previa licencia, con el fin de evitar males 
mayores y por razón de la necesidad, avisando al Superior cuya venia no 
se obtuvo. Males de esta naturaleza pueden ser la declaración de rebel­
día o la detención y para evitarlos debe comparecer el clérigo. 

b) Reconvención.—Si el laico demandado reconviniere contra el clé­
rigo demandante, la opinión común se inclina a admitir la competencia 
del Juez secular, por diversas razones, como la conexión de la acción re­
convencional respecto de la principal, la interpretación estricta de los tér­
minos conveniri y acl iudicem laicum trahere empleados por los cans. 120 
y 2.341 y la natinaleza defensiva de la reconvención a modo de excepción 

(45) REGATILLO, loe. cit., pg. 1.106. 
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O de compensación (46). Bien entendido, como hace notar CABREROS DE 
ANTA (47) que la reconvención hay que entenderla en este caso con el al­
cance que le atribuye la legislación canónica, más restringida en este as-
jiecto que las legislaciones civiles, pues tiene un carácter compensatorio 
en cuanto su fin es «neutralizar o aminorar la demanda» (can. 1.690); 
la razón es que si el privilegio del fuero decae en este caso por virtud de 
la propia legislación canónica, a ella hay que estar para precisar el alcan­
ce y contenido de la jurisdicción sobre el clérigo. Por el mismo motivo, 
si la reconvención tiene por objeto cosa espiritual sería competente el fue­
ro eclesiástico, aunque entonces por razón de la materia. En las causas 
criminales no se admite la reconvención sino en conformidad con el 
can. 2.218, § 3.° (can. 1.691), y aun en este supuesto, que se refiere a la 
compensación de injurias, se muestra la doctrina contraria a que el cléri­
go reconvenido pueda ser llevado ante Juez laico (48). 

c) Comparecencia como testigos.—Los clérigos pueden ser llevados 
como testigos ante los Tribunales civiles en los términos prevenidos eii 
el can. 139, § 3.° que solamente exige la licencia del Ordinario cuando, 
en caso de necesidad^ deban testificar en juicio laical criminal en que se 
trate de aplicar una pena grave personal, sin que estén obligados a decla­
rar lo que hubieren conocido por confesión sacramental (can. 1.757, § 3.", 
n." I.") o aquello que por i-azón de su sagrado ministerio se les hubiera 
manifestado fuera de confesión sacramental (can. 1.755, § 2.°, n.° 1.°). Se 
comprende que más fácilmente se otorgará al testigo la licencia para de­
poner que a la parte para personarse, y también es de aplicar al supuesto 
comentando el § 3." del can. 120 y, por tanto, deberá comparecer el cléri­
go propuesto como testigo, aun sin haber mediado licencia. 

d) La detención y prisión de los clérigos.—El privilegio del fuero se 
manifiesta en una adaptación de estas medidas de privación de libertad 
a la dignidad del estado clerical, evitando que los eclesiásticos permanez­
can en el mismo local que los presos comunes o, para guardarles el debi­
do respeto, que se les aisle en lugares seguros designados por el Ordinario. 
De otro modo podría llegarse a lesionar también el privilegio del canon, 
ya que, conforme al can. 119, todos los fieles deben a los clérigos reve-

(46) RiiGATii.1.0, loe. cit., pg. 1.102. Vó.'isc ¡vquí un empico íigiiiudo de los lérminos cxccp-
i'ión y conipenaiicióii cuando se oquiparMí a la reconvención, ya que a([ucllas figuras se diferen­
cian suslancialmenle de ésla. (Gfr. ROUHÍGTJIÍZ-SOI.A^ÍS, La demanda reconvencional en la legisla­
ción española, Rov Oer. Procesal, 1950, pgs. 229 y sgls.). 

f47) CADHEROS, lU privilegio del fuero en el Concórdalo español, en Esludios Canónicos, 
1956, pg. 144. 

(48) CADHEnos, Ob. cil. en ñola anler ior , pg. 144. 
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rencia, según sus grados y oficios, y cometen delito de sacrilegio si infie­
ren a los mismos injuria real. 

C) Valor de la sentencia dictada por el Tribunal civil.—Las senten­
cias dictadas por los Tribunales del Estado con inobservancia de lo preve­
nido en el can. 120 serían nulas canónicamente, en cuanto operaría con 
toda su fuerza el can. 1.553 § 1, núm. 3.°, según el cual (da Iglesia juzga, 
con derecho propio y exclusivo, todas las causas tanto contenciosas como 
criminales de las personas que gozan del privilegio del fuero». Que el 
§ 3." del can. 120 faculte al clérigo emplazado para comparecer sin haber­
se obtenido la previa licencia, no quiere decir que por este hecho deponga 
el clérigo su privilegio absolutamente y se someta a la jurisdicción civil 
para que ésta actúe libre y válidamente, sino que tal comparecencia tie­
ne por objeto solamente, como expresa dicho precepto, evitar mayores 
males y viene impuesta por razón de la necesidad, circunstancias. extre­
mas que demuestran, precisamente, la forzosa personación del clérigo con 
tácita protesta del fuero ante el que se ve obligado a comparecer (49). 

D) Violación del privilegio.—La protección penal del privilegio del 
fuero viene establecida por el can. 2.341, que tipifica el delito de usurpa­
ción de fuero en los s'.guientes términos: «Si alguien, en contra de lo que 
se prescribe en el canon 120, se atreviese a llevar ante un juez laical a un 
Cardenal de la Santa Iglesia Romana, o a un Legado de la Sede Apostó­
lica, o a algún Oficial mayor de la Curia Romana por asuntos propios de 
su cargo, o a su Ordinario propio, cae ipso jacto en excomunión reserva­
da de un modo especial a la Sede Apostólica; si a otro Obispo, aunque 
sea meramente titular, o a un Abad o Prelado nullius, o a alguno de los 
Superiores supremos de las religiones de derecho pontificio, en excomu­
nión latae sententiae simplemente reservada a la Sede Apostólica; final­
mente, si se atreve a llevar, sin haber obtenido licencia del Ordinario lo­
cal, a otra persona que goce del privilegio del fuero, el clérigo incurre 
ipso jacto en suspensión del oficio reservada al Ordinario, y el seglar debe 
ser castigado por su Ordinario propio con penas proporcionadas a la gra­
vedad de la culpa». 

Elementos de este delito son, por lo tan to : 
a) Actuar en contra del can. 120 con osadía {ciusus juerii), es decir, 

con pleno conocimiento y deliberación, según explica el can. 2.229, § 2.". 
De no ser así, este mismo parágrafo exime de las penas latae sententiae. 

b) Llevar al clérigo en nombre cpropio como reo ante juez laico y en 
causas propiamente dichas, no en actos de conciliación o de jurisdicción 

(49) Cfi'. CAHBEHOS, ob. cil;ula úlliiuamenle, pg. 137. F-n contra, REGATILLO, El privilegio 
del fuero de los clérigos en el Concórdalo español, 1958, pg. 18. 
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voluntaria, en los términos expuestos anteriormente (supra núm. II). Por 
tanto, no es elemento de este delito qu^ el clérigo sea citado como testigo 
o que, si se le cita como parte, lo sea en calidad de representante o procu­
rador de otra persona. Por último, el clérigo debe haber sido citado per 
sonalmente y no por razón de los actos o decretos dictados en el ejercic'o 
de su oficio, pues en este caso sería de aplicar el can. 2.334, 2." (50). 

c) Basta que se presente la demanda, no siendo necesaria la citación 
judicial (Instrucción de la C.P.I. de 26 de abril de 1948) (51). 

d) Que no se haya obtenido la licencia. 
e) Que quien Heve al clérigo ante el Juez seglar sea alguna de las 

personas siguientes: 
1) El particular demandante, aunque sea clérigo o religioso. 
2) El Abogado o Procurador y cualquier otro cooperador (can. 2.209), 

pues estos profesionales no vienen obligados a aceptar los asuntos que se 
someten a su dirección o procura y menos aún cuando el cliente preten­
de que la dirección técnica se acomode a unos presupuestos establecidos 
por aquél. Cree, sin embargo, RODRÍGUEZ-ARANGO que la carencia de 
cmimiis en los Abogados y Procuradores impide la existencia de 
delito (52). 

3) Los Fiscales, cuando por su propia iniciativa promuevan la que­
rella o la demanda, si no vienen gravemente obligados por razón de su 
cargo. Sin embargo, como escribe IUNG, no hay que exagerar demasiado, 
porque los miembros del Ministerio fiscal son, en cierto modo, esclavos 
de la ley y de su función, y a menudo les es imposible, sin exponerse a 
graves molestias, cerrar los ojos frente a determinados crímenes o delitos 
que tienen la obligación de reprimir (53). 

Las autoridades administrativas que, sin estar sujetas a coacción de 
ninguna clase y sin la autorización requerida, .hacen comparecer a las 
personas eclesiásticas ante los Tribunales laicos, quedarían alcanzadas 
más bien por la prohibición del can. 2.334-1.". 

En ningún caso son responsables los jueces, ya que ellos no llevan al 
demandado ante su Tribunal , a no ser que actúen de oficio y sin coac­
ción legal ninguna. 

Por último, precisaremos que Ordinario competente para imponer las 
penas no es el del lugar donde se cometió el delito (can. 1.566), sino el 

(50) Pm.Ln, ob. ciL, pg. 266. 

(51) Vid. comeiilario en KIÍGATILLO, Acerca del privi legio. . . , cil., pgs. 1.110 y sgfs. 

(52) HoDHÍGirEZ-AiiANGo, üb. cil., pg. 1G2. 

(5.3) lu.NG, ob. cil., pg. 227. 
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propio del sujeto que lo cometió, con el fin de que se haga más ostensible 
al respeto debido al mismo (54). 

E) Cesación del privilegio.—Es irrenunciable por razón de su inhe­
rencia al estado clerical. Gregorio XVI, en la Alocución Aflictas de 1 dé 
marzo de 1814, reprobaba severamente a un sacerdote que, para evitar el 
juicio de un Tribunal eclesiástico, había pedido que le juzgase uno civil. 
El can. 123 prohibe expresamente tal renuncia. 

Pero cesa el privilegio por diversas causas: 
a) En los individuos : 
1) Los clérigos mayores pierden el privilegio por reducción al estado 

laical o por degradación, que tiene lugar en virtud de sentencia firme por 
delitos de herejía, simulación de la misa, corrupción de menores y otras. 
Pero recupera el privilegio cuando se le remite la pena o es admitido de 
nuevo entre los clérigos (can. 123). 

2) Los clérigos menores lo pierden por su propia voluntad, por con­
traer matrimonio, alistarse en el ejército o abandonar el hábito (cans. 211, 
132, 141 y 136). 

3) Los religiosos, por legítima salida de religión o por dimisión 
fcans. 637 a 646). También es aplicable lo dispuesto en el art. 123 
ícan. 614). 

b) En las Naciones: 
1) Por acuerdo concordatario. 
2) Por tolerancia de la Iglesia, ignorando voluntariamente una deter­

minada conducta del Estado. 
3) Por la costumbre contraria, como reconoció para Bélgica el Car­

denal Secretario de Estado, a la sazón Merry del Val, en respuesta de 16 
de enero de 1912 (55). 

(54) Cfr. PHLI.E, ob. cil. , pg.- 270. 

(55) Cfr. Rouiii\Ti, Do p r o c , cil., pg. 138. 
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VIL EL PRIVILEGIO DEL FUERO EN EL CONCORDATO 
ESPAÑOL 

Desde que la Ley de Unificación de Fueros del año 1868 suprimiera 
e! fuero de los eclesiásticos en los asuntos civiles y en las causas crimina­
les, la Iglesia había venido soportando pacientemente dicha usurpación 
en espera de ocasión propicia que permitiera la restitución de su propio 
fuero a los clérigos y religiosos. Esta ocasión no se presentó hasta que se 
convino el Concordato de 27 de agosto de 1953 entre la Santa Sede y el 
Gobierno español y en el que se ha . llegado a una regulación bastante 
completa del privilegio, compendiada en el art. XVI, cuya redacción es 
la siguiente: 

«1. Los Prelados de quienes habla el § 2.° del canon 120 del Código de 
Derecho Canónico no podrán ser emplazados ante un juez laico sin que 
se haya obtenido previamente la necesaria licencia de la Santa Sede. 

((2. La Santa Sede consiente en que las causas contenciosas sobre 
bienes o derechos temporales en las cuales fueren demandados clérigos 
o religiosos sean tramitadas ante los Tribunales del Estado, previa notifi­
cación al Ordinario del lugar en que se instruye el proceso, al cual debe­
rán también ser comunicadas en su día las correspondientes sentencias 
o decisiones. 

«3. El Estado reconoce y respeta la competencia privativa de los Tri­
bunales de la Iglesia en aquellos delitos que exclusivamente violan una 
ley eclesiástica, conforme al canon 2.198 del Código de Derecho Canó­
nico. 

Contra las sentencias de. estos Tribunales no procederá recurso algu­
no ante las Autoridades civiles. 

«4. La Santa Sede consiente en que las causas criminales contra los 
clérigos o religiosos por los demás delitos previstos por las leyes penales 
del Estado sean juzgadas por los Tribunales del Estado. 
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Sin embargo, la Autoridad judicial, antes de proceder, deberá solici­
tar sin perjuicio de las medidas precautorias del caso, y con la debida 
reserva, el consentimiento del Ordinario del lugar en que se instruye el 
proceso. 

En el caso en que éste, por graves motivos, se crea en el deber de ne­
gar dicho consentimiento, deberá comunicarlo por escrito a la Autoridad 
compentente. 

El proceso se rodeará de las necesarias cautelas para evitar toda pu-. 
blicidad. 

Los resultados de la instrucción, así como la sentencia definitiva del 
proceso, tanto en primera como en ulterior instancia, deberán ser solíci­
tamente notificados al Ordinario del lugar arriba mencionado. 

«5. En caso de detención o arresto, los clérigos y religiosos serán 
tratados con las consideraciones debidas a su estado y a su grado jerár­
quico. 

Las penas de privación de libertad" serán cumplidas en una casa ecle­
siástica o religiosa que, a juicio del Ordinario del lugar y de la Autoridad 
judicial del Estado, ofrezca las convenientes garantías; o, al menos, en 
locales distintos de los que se destinan a los seglares, a no ser que la Auto­
ridad eclesiástica competente hubiere reducido al condenado al estado 
laical. 

Les serán aplicables los beneficios de la libertad condicional y los de­
más establecidos en la legislación del Estado. 

«7. Los clérigos y los religiosos podrán ser citados como testigos ante 
los Tribunales del Estado: pero si se tratase de juicios criminales por de­
litos a los que la ley señale penas graves, deberá pedirse la licencia del 
Ordinario del lugar en que se instruye el proceso. Sin embargo, en nin­
gún caso podrán ser requeridos por los Magistrados ni por otras Autori­
dades a dar informaciones sobre personas o materias de las que hayan 
tenido conocimiento por razón del sagrado ministerio». 

Para el más ordenado comentario de este texto distinguiremos el fue­
ro de los Prelados y el de los clérigos inferiores: 

A) Fuero de Prelados.— a) Alcance subjetivo.—Según el § 2." del 
can. 120 los Prelados a quienes se refiere el privilegio son: los Cardena­
les ,los Legados de la Sede Apostólica, los Obispos, aun los titulares, los 
Abades o Prelados nullius, los Superiores supremos de las religiones de 
derecho pontificio, y los Oficiales mayores de la Curia Romana por los 
asuntos pertenecientes a sus cargos. 
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El Canje de Notas de 4 de junio-6 de julio de 1957, entre la Nuncia­
tura y el Ministerio de Asuntos Exteriores, incluye también a los Mode­
radores supremos de las demás Congregaciones e Institutos de derecho 
pontificio, tanto de varones como de mujeres, aunque no gocen de exen­
ción ; pero éstos sólo en el caso de que sean demandados por actos inhe­
rentes al ejercicio de las funciones privativas de sus cargos. Según ilustra 
REGATILLO parece ser que esta aclaración fué motivada porque se preten­
dió llevar a un Tribunal civil a una Superiora General de Congregación 
Religiosa de derecho pontificio (56). 

b) Contenido.-—El privilegio es amplio y abarca toda clase de pro­
cesos. GuASP se pregunta si esta inmunidad, de la que no goza ni aún el 
Estado ni su Jefe, no será más perjudicial que beneficiosa por la pérdida 
que supone para el crédito civil de los Prelados y porque los litigantes de 
mala fe podrían deducir demanda, obtener medidas de aseguramiento 
y esperar la licencia de la Santa Sede, persistiendo el gravamen (57). En 
teoría no es desacertada la indicación del docto Profesor; pero no parece 
que, en la práctica, llegue a dudarse de la buena disposición de los Pre­
lados para cumplir sus compromisos civiles al margen del proceso, ni hay 
precepto concordado que, en el proceso civil ni criminal contra Prelados, 
otorgue competencia al Tribunal civil para acordar medidas de asegu­
ramiento. 

Nada dice el Concordato sobre comparecencia de los Prelados en ca­
lidad de testigos, pues los núms. 2 y sgts. del art. XVI se refieren a los 
clérigos y religiosos, por lo que ha de estarse a lo dispuesto en el Código 
de Derecho Canónico que les exceptúa de ser examinados en la sede 
misma del Tribunal facultándoles para elegir lugar en donde emitir su 
testimonio (can. 1.770, en relación con el can. 215, § 2.°) (58). 

c) Procedimiento.—La Circular de la Presidencia del Tribunal Su­
premo de 28 de enero de 1954 dispone que la licencia ha de solicitarse a 
través del Ministerio de Justicia, mediante exposición dirigida a éste. 

B) Fuero de clérigos y religiosos.—Siguiendo el orden v la termino-
liie;ía del texto concordatario, separaremos las causas contenciosas de las 
criminales: 

a) Causas contenciosas.— 1) Abandono del privilegio.—La Santa 
Sede ha hecho dejación del privilegio en estas causas, no de buen grado, 
sino impelida por las circunstancias del debate concordatario, como lo 
demuestra el empleo de la palabra «consiente» y no «concede», «acepta», 

(56) RRGATII.I.O m privilegio dol Inoro.,., cil., |)g. 26. 
(57) GiiASp, lii Concorilnlo..., ciL, pg. 256. 
(58) El .Trl. 412-9.o de lu Ley de Enjuiciiiniicnlo Criminal oxinio de la obligaci(5n de coricu-

rrii" al llamamiento del Jirez, per'o no de declarar, a los Ai'zobispos y Obispos. 
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«Otorga» 11 otra semejante. N o es que la Iglesia delegue en los Tribunales 
civiles, sino que admite la iurisdicción propia de los Tribunales civiles 
para el conocimiento de tales causas. La sincera confesionalidad católica 
del Estado español ha merecido la confianza de la Iglesia que, por eso, 
ha consentido en inhibirse del conocimiento de dichos procesos. 

2) Requisitcs.—El único exigido por el núm. 2 del art. XVI del Con­
cordato es la previa notificación de la causa al Ordinario del lugar en que 
se instruye el proceso, al cual deberán ser comunicadas en su día las co­
rrespondientes sentencias o decisiones. El Juez, por lo tanto, una vez ad­
mitida la demanda lo hará saber por escrito al Ordinario exponiéndole 
circunstanciadamente el contenido de aquélla, o acompañando a la expo­
sición una copia de la misma. Si se promoviera cuestión de competencia 
Y el Juez que hubiere empezado a conocer del asunto se inhibiera del 
mismo, deberá reiterar la notificación el Juez que prosiga la causa con el 
fin de que, informado del litigio, cuente con los antecedentes de la sen­
tencia o decisiones que le han de ser notificadas posteriormente. El he­
cho de que sean demandados conjuntamente clérigos y laicos no excluye 
la obligatoriedad de la notificación al Ordinario (59). La Circular citada 
del Tribunal Supremo aclara que la notificación habrá de comprender la 
interposición de las demandas, de los recursos, así como cuantas resolucio­
nes se dicten y pongan término, al procedimiento en cualquiera de las ins 
tancias o recursof, pero no de los proveídos de otra clase; serán, pues, no-
tificables las resoluciones en que haya lugar al desistimiento, a la renun­
cia, a la transacción o a la caducidad de la instancia. A ésto hemos de 
añadir, con el P. MoNSERR.vr, O. P., que el religioso, aunque puede com­
parecer en juicio como reo sin licencia del Superior, la inobservancia de 
este requisito, aunque no invalida la sentencia, sí la hace ilícita (60). 

3) Alcance.—La misma Circular del Tribunal Supremo dice que el 
alcance del precepto llega a todo género de procedimientos, ya sean de 
índole civil, mercantil, social o contencioso-administrativo, con exclusión 
de los de orden penal; y aclara también que el precepto se contrae exclu­
sivamente a bienes o derechos temporales, ya que, de no ser así, habría 
de resultar, no por fuerza del propio Concordato, sino por imperio de la 
legislación civil, una manifiesta incompetencia por razón de la materia. 

Por lo que respecta a los tipos de procesos en que opera este precepto, 
nos remitimos a lo que hemos escrito más arriba (núm. II) y, en relación 
con el contenido, es Je alabar el criterio restringido con que nuestro Alto 
Tribunal interpreta el párrafo concordatario comentado. ¿Hay que ad-

(5Í)) Vóaso Gunnlo se dice; supi'O VI, A). 
((iO) iMoNsuuRAT, V.\ ailíciilo 10 del iiiicvo Coricortlalo español, Rev. Gnil. I.cg. Jiir . , 1954, 

p r imer soniesiro, pgs. 282-290. 
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mitir, en consecuencia, que las causas mixtas y las de fuero mixto están 
excluidas de la norma concordada y sujetas a los preceptos canónicos ju­
risdiccionales que vimos antes (supra n.° II)? En sentido afirmativo se 
han pronunciado CABREROS y el P. MONSERRAT (61); pero, es preferible 
sentar conclusiones exponiendo la cuestión desde un punto de vista prác­
tico en vista de la gran trascendencia que tiene. El art. 2° de la Ley de 
Unificación de Fueros reservó a los Tribunales eclesiásticos el conoci­
miento de las causas sacramentales, beneficíales y causas de divorcio y 
nulidad del matrimonio, excluyendo expresamente las incidencias res­
pecto del depósito de mujer casada, alimentos, litis expensas y demás 
asuntos temporales, de todos los cuales ha de conocer la Jurisdicción ordi­
naria. En realidad, estas materias reservadas a los Tribunales laicos son 
de fuero mixto y no temporales, aunque así las denominase la referida 
Eey de Unificación. El Concordato solamente reserva a la Jurisdicción 
del Estado «las causas contenciosas sobre bienes o derechos temporales en 
las cuales fueren demandados clérigos o religiosos», por lo que cabe pre­
guntarse si entre las mismas hay que incluir las causas de fuero mixto, 
dando a la expresión «bienes y derechos temporales» el alcance amplio 
utilizado por la Ley de Unificación, o, por el contrario, una estricta inter­
pretación de aquella frase conduciría a aplicar a las causas mixti fori el 
fuero de prevención, conforme dispone el can. 1.553, § 2.". La solución 
debe tener en cuenta los diversos tipos de causas de fuero mixto que la 
realidad ofrece y, de acuerdo con la lógica y con la práctica de los Tribu­
nales, someter al fuero del Estado las causas en que el elemento princi­
pal del objeto litigioso sea de naturaleza temporal y espiritual el acceso­
rio, como el contrato con juramento o el testamento con legado pío, así 
como aquellas causas en que, siendo espiritual el elemento principal, el 
accesorio es temporal y separable, cuando el litigio versa sobre ese ele­
mento secundario (alimentos, litis expensas, etc.); por el contrario, si el 
elemento anejo, aunque temporal, estuviere necesaria e inseparablemente 
ligado al espiritual, ía competencia sería del Tribunal eclesiástico (can. 
1.553 § 1.°, n.° I."). 

Otra cuestión plantea CABREROS: ¿La ley concordada en este punto 
significa que las causas contenciosas temporales, cuando es demandada 
una persona aforada, exclusivamente.puedan ser tramitadas ante los tri­
bunales civiles, o pueden serlo también ante el tribunal eclesiástico? El 
mismo autor contesta en sentido negativo, basándose en que si la Iglesia 
consiente que tales causas relativas a quienes gozan del privilegio del 
fuero sean llevadas al tribunal civil ello no implica que los tribunales 

(61) CABREROS, loe. cit., pg. 128; MONSIÍHHAT, loe. cif., pg. 282. 
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eclesiásticos queden privados de su derecho, de donde se deduce que el 
actor tendrá derecho de opción entre un tribunal u otro, dándose entre los 
dos tribunales lugar a la prevención (62). En otro sentido, opina M I G U E -
LEZ «que es al fuero civil al que tienen que acudir los clérigos y religiosos 
para demandar a un seglar en reclamación de bienes o derechos tempora­
les y cuando los demandados son clérigos o religiosos el art. XVI del Con­
cordato resuelve la cuestión» (63). El texto concordatario ha establecido, 
pues, el fuero exclusivo de la jurisdicción civil en estos casos, dejando en 
suspenso el fuero de prevención. 

b) Causas criminales.— 1) Delitos eclesiásticos.—Como solamente 
violan una ley eclesiástica, las causas relativas a los mismos son de la com­
petencia exclusiva de la Iglesia y así lo determina expresamente el núme-
3 del art. XVI del Concordato en relación con el can. 2.198. Ya la Ley 
de Unificación de fueros sostuvo esta excepción, qué no era necesario ha­
berla recogido, pues ninguna fricción surge con el Estado en el orden 
jurisdiccional en materia regulada exclusivamente por el Derecho canó­
nico, cojno sucede con los'delitos contra la fe y la unidad de la Iglesia 
(apostasía, herejía, difusión de doctrina condenada por la Iglesia...) o con 
los delitos contra las obligaciones propias del estado clerical o religioso 
(exámenes previstos por el can. 130, descuido por los clérigos de ritos y 
ceremonias, no llevar traje eclesiástico y tonsura clerical, etc.). 

Como se ve, en el supuesto examinado la competencia de los Tribu­
nales eclesiásticos es por razón del delito y no por razón de la persona. 

2) Delitos comunes.—De manera paralela a cómo se abandona el 
privilegio del fuero para los asuntos civiles, el pfo. 4.° del art. XVI dispone 
que «la Santa Sede consiente en que las causas criminales contra los clé­
rigos o religiosos por los demás delitos previstos por las leyes penales del 
Estado sean juzgadas por los Tribunales del Estado». Pero, así como en 
las causas civiles se exige que se notifique al Ordinario la interposición 
de la demanda y las resoluciones que pongan término al pleito, en las 
criminales se conviene que la Autoridad judicial solicite, antes de proce­
der, el consentimiento del Ordinario del lugar en que se instruye el pro­
ceso, notificándole oportunamente los resultados de la instrucción y, en 
su caso, la sentencia definitiva del proceso, tanto en primera como en se­
gunda instancia. 

El consentimiento ha de obtenerse tanto en los procedimientos por 
delitos como en los juicios de faltas, pues el precepto comentado se refie-

(62) CAURRUOS, loe. cit., pg. 132. 

(63) MiGUELEZ, El Concórdalo enire la Sania Sede y el Estado español, Rev. Der. Notarial, 
Enero-Marzo 1954, pgs. 24-25. 
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re a «causas criminales» en general, y habrá de ser solicitado por el Juez 
correspondiente como condición de procedibilidad necesaria para incoar 
el sumario o el juicio; y si la licencia se presentara con la querella o de­
nuncia porque previamente hubiere sido obtenida por el actor, conven­
dría de todos modos reiterarla en evitación de nulidades por vicios de 
obrepción y subrepción que pudieran afectar a la licencia episcopal a con­
secuencia de omisiones o deformaciones producidas por el demandante 
al solicitarla (64). Si hay pluralidad de responsables aconseja la Circular 
del Supremo que ha de precederse contra los que no ostenten la condi­
ción de aforados y la actuación judicial deberá quedar en suspenso res­
pecto a éstos y condicionada al resultado de la consulta prevenida. 

La fórmula procesal adecuada para solicitar el consentimiento del Or­
dinario será la exposición, como indica la Circular citada, en la que, a la 
vez que se hagan constar las motivaciones de la solicitud así como la fi­
jación de un término de extrema cortesía para la contestación, se formu' 
le la petición antedicha. Si la Autoridad eclesiástica otorgare expresamen­
te la licencia o nó contestare en el plazo señalado al efecto en la exposi' 
ción, el Juez incoará el proceso y lo seguirá por sus trámites. Pero si se 
denegase la licencia habría que unir a los autos el escrito denegatorio y 
sin ninguna otra averiguación ni diligencia —dice la Circular— suspen­
der definitivamente el procedimiento en cuanto al clérigo o religioso 
afecto, aunque no sería incorrecto —añadimos nosotros— que se pasa­
ra lo actuado al Ministerio Fiscal para su examen y «Visto». El Ordina­
rio solamente podrá denegar el consentimiento cuando concurran «graves 
motivos» que, a juicio de SABATER (65), podrán ser la persuasión de que el 
móvil de la acción criminal se deba a intereses bastardos, odio, enemis­
tad, interés en menospreciar a un clérigo o religioso o ausencia de indi­
cios racionales de criminalidad, pero no ha de influir en su decisión ni 
la ejemplar conducta del clérigo ni el temor al escándalo que produciría 
el proceso. Tampoco debe el Ordinario prejuzgar la cuestión, averiguaiv 
do la culpabilidad o inocencia del acusado como criterio para otorgar o 
denegar la licencia, aunque conviene que oiga al querellante o denuncian­
te y, en su caso, al Superior del religioso acusado. 

Manda el mismo núm. 4.° del art. XVI que se notifique solícitamen­
te al mismo Ordinario los resultados de la instrucción, es decir, los acuer­
dos sobre procesamiento y el auto de sobreseimiento, en su caso, así como 
la sentencia definitiva del proceso, tanto en la primera como en ulterior 
instancia o en casación, o sea, en los juicios de faltas las dictadas por el 

(64,) SABATER, ob. cit., pgs. 227-230. 
(65) SABATER, ob. cit., pgs. 226-227. 
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Jiiez Municipal, Comarcal o de Paz y, si hubiere apelación, la que dic­
tare el Juez de Instrucción, y en caso de proceso por delito, sea el proceso 
ordinario o de urgencia, la sentencia dictada por la Audiencia Provincial 
y la de casación, en el supuesto de que se hubiere acudido al Tribunal 
Supremo. 

El proceso se rodeará de las necesarias cautelas para evitar toda publi­
cidad. El secreto sumarial ha de ser observado conforme a la Ley de En­
juiciamiento criminal; pero aún podría acentuarse más declarándolo se­
creto también para el querellante. Si al practicar la notificación no fuere 
hallado el clérigo en su domicilio o se ignorare su paradero conviene ago­
tar la indagación de busca cerca de la Autoridad eclesiástica antes de en­
tregar cédula a vecino o de hacer publicaciones en los Boletines Oficia­
les del Estado o de la Provincia. X, en todo caso, las sesiones de las vistas 
y de los debates del juicio oral se deben celebrar siempre a puerta cerra­
da. En este sentido, la Circular del Tribunal Supremo acentúa la trascen­
dencia de estas cautelas en relación, no tan sólo con las personas, sino 
cun los sagrados intereses que representan y que por erróneos juicios pu 
dieran resultar afectados por una conducta de innecesaria e imprudente 
publicidad. 

Cuando se trate de perseguir delitos mixtos, es decir, tipificados por 
las leyes del Estado y por las de la Iglesia, nada se ha estipulado en el 
Concordato por lo que habrá de ser respetado lo que dispone el can. 2.198, 
in fine, a cuyo tenor «el delito que infringe la ley de una y otra sociedad 
puede ser castigado por ambas potestades». Por lo tanto, la licencia que 
conceda el Ordinario para instruir proceso criminal contra un clérigo no 
impide que aquél disponga que se siga causa criminal eclesiástica contra 
el mismo inculpado por el delito canónico cometido, a no ser que el Juez 
eclesiástico haga uso de la facultad que le concede el can. 2.223, § 3.", 
n. 2, de abstenerse de aplicar la pena si el reo está perfectamente enmen­
dado y ha reparado el escándalo, o si ha sido suficientemente castigado 
o se prevé que lo será con penas impuestas por la Autoridad civil (66). 

3) Medidas precautorias.—La necesidad del consentimiento del Or­
dinario no afecta a la adopción de medidas precautorias, que podrán 
acordarse sin esperar el resultado de la solicitud de licencia. Estas medi­
das precautorias tanto pueden ser personales (detención y prisión preven­
tiva) como patrimoniales (embargo y demás medidas cautelares autoriza­
das). Para las primeras habrá de tenerse en cuenta el tratamiento espe­
cial que establece el núm. 5 del mismo art. XVI del Concordato y para 

(66) Jísto es t.imbién el parecer de CAHHRKOS y RüfiATiLi.o. Discrepa MONSERHAT, que alribu-
ye competencia exclusiva a la legislación civil. La Circular del Tribunal .Supremo cierianiente 
que atribuye competencia a los Tribunales del Instado, pero no lo hace con carácter exclusivo. 
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las medidas cautelares patrimoniales regirá el beneficio de competencia 
en los términos dispuestos por el núm. 6 del mismo precepto, de tal modo 
que al eclesiástico se le deje lo que sea necesario para su honesta susten-' 
tación y el decoro de su estado. 

c) Privación de libertad.—El núm. 5 del art. XVI distingue entre la 
detención o arresto por un lado y las penas de privación de libertad por 
otro a los efectos de disponer que, en el primer caso, los clérigos y reli­
giosos serán tratados con las consideraciones debidas a su estado jerár­
quico, mientras que en el segundo supuesto las penas serán cumplidas 
en una casa eclesiástica o religiosa designada de común acuerdo por el 
Ordinario y la Autoridad judicial o, al menos, en locales distintos de los 
que se destinan a los seglares, a no ser que la Autoridad eclesiástica com­
petente hubiere reducido al condenado <al estado laical. 

Como indica la Circular del Tr ibunal Supremo, la detención o el 
arresto de los eclesiásticos no está sujeta a normas especiales, si no es el 
l lamamiento que se hace a la discreción judicial para que les sean guar­
dadas las adecuadas consideraciones en el Establecimiento penal corres­
pondiente, entre las cuales figurará la debida separación de los reclu­
sos. Por arresto hay que entender, no las penas de arresto mayor y me­
nor, que por ser penas quedan sujetas al régimen del segundo supuesto 
examinado, sino las sanciones disciplinarias que en uso de sus atribucio­
nes pueden imponer los Jueces y Tribunales (arts. 439 y 440 de la Ley de 
Enjuiciamiento civil y art. 258 de la Ley de Enjuiciamiento criminal). 

Cuando los eclesiásticos hayan de cumplir penas privativas de liber­
tad lo harán en los locales que antes se expresaron, comentando SABATER 
que, al referirse el Concordato a locales distintos de los que se destinan a 
los seglares, no basta una separación física, sino que es menester que mo-
ralmente sea un edificio distinto de los otros. 

N a d a dice el Concordato sobre el lugar en que han de ser internados 
los clérigos y religiosos sujetos a prisión preventiva; pero sí lo tuvo en 
cuenta el Decreto de 30 de octubre de 1941, que estimamos vigente en 
este particular, según el cual «cuando la situación de prisión preventiva o 
de prisión atenuada haya de afectar a sacerdotes del clero secular o re­
gular, cualquiera que sea la jurisdicción que ordene su detención, se auto­
riza a los respectivos Prelados para que, poniéndose de acuerdo con 
aquellas Autoridades, puedan recabar la guarda y custodia de los sacerdo­
tes.. .». El art. 2. del mismo Decreto dispone que los reverendísimos Pre­
lados que recaben de las Autoridades respectivas el ejercicio de este dere­
cho recluirán en edificios eclesiásticos dependientes de su Autoridad a 
los sacerdotes procesados y responderán ante la Autoridad civil de la no 
evasión de los mismos. 
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d) Comparecencia de los clérigos y religiosos como testigos.—El Con­
cordato establece que podrán ser citados para testificar ante los Tribuna­
les del Estado; pero si se tratase de juicios criminales a los que la ley se­
ñale penas graves deberá pedirse la licencia del Ordinario del lugar en 
que se instruye el proceso. Penas graves son las que relacionan los artícui-
los 27 y 28 del Código Penal, que comprende tanto las penas graves per­
sonales como las de otra índole. En este aspecto, el Concordato va más 
allá que el Código de Derecho Canónico, pues el can. 139 sólo exige la li­
cencia para deponer cuando se persigan delitos a los que la ley señale pe­
nas personales graves. 

Aunque la licencia la ha de solicitar el clérigo, según se deduce del 
can. 139, es costumbre seguida en los Juzgados españoles que, a la vez 
que se practica la citación del testigo, se solicite la licencia del Ordinario. 
Y no habrá de resultar inoportuno en este caso, como instruye la Circular 
del Supremo, que se haga constar, siquiera sea sucintamente o en esencia, 
las motivaciones de la citación por las resultantes del proceso. 

En todo caso ha de ser respetado el secreto del clérigo sobre personas 
o cosas de las que hayan tenido conocimiento por razón del Sagrado. Mi­
nisterio. Este es el que se ejerce sobre cosas sagradas o destinadas como 
medios para conseguir el fin de la Iglesia; son cosas sagradas los sacra­
mentos, los lugares y tiempos sagrados, el culto divino, la predicación de 
la divina palabra, los beneficios eclesiásticos y otros bienes o derechos 
espirituales o considerados como tales (67). 

C) Validez de la sentencia dictada con infracción de estos precep­
tos.—En las causas seguidas contra Prelados, siendo preceptiva la licen­
cia de la Santa Sede, la ausencia de la misma motivará la nulidad de la 
sentencia dictada por los Tribunales del Estado, según exponíamos más 
arriba (núm. VI, C). 

En las causas contenciosas contra clérigos y religiosos la omisión de 
las notificaciones prevenidas en el Concordato no dará lugar en el fuero 
Civil a nulidad de actuaciones, sirio a la subsanación de la falta mediante 
práctica a posteriori de la notificación omitida. Tampoco se puede pen­
sar en que dicho defecto pueda ser motivo de un recurso de casación, de 
injusticia notoria, de suplicación o de revisión. 

En las causas criminales la licencia es una condición de procedibili-
dad y su omisión o la denegación de la misma produciría la nulidad de 
todo lo actuado, incluso de la sentencia que hubiere recaído. El Ordina­
rio podría otorgar la licencia una vez iniciado el proceso y antes de dic­
tarse la sentencia, subsanando de este modo el defecto y convalidando lo 

(67) CABRKBO.I, loe. cit., pg . 143. 
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actuado. Según SABATER^ otorgado el consentimiento y notificado en de­
bida forma, el Ordinario ya no puede revocarlo, a menos que el Juzgado 
de Instrucción no hubiese puesto aún ningún acto posterior, o sea, que 
aún no hubiere declarado abierto el sumario (68). 

D) Los recursos de fuerza en conocer.—Bastantes autores sostienen 
que el art. XVI del Concordato ha derogado estos recursos al disponer en 
el último párrafo de su niím. 3.° que «contra las sentencias de estos Tri­
bunales (los de la Iglesia) no procederá recurso alguno ante las Autorida­
des civiles» (69). Ciertamente que estos recursos, por su denominación y 
por su regulación tan vejatoria para la Iglesia católica en los arts. 125 a 
152 de la Ley de Enjuiciamiento civil, han merecido la repulsa de nues­
tros procesalistas (70) y deberían ser proscritos de nuestros textos legis­
lativos. Pero el precepto concordatario reseñado no los deroga, sino que se 
limita a salir al paso de una imaginaria appellatio ab abusu, o sea, de los 
recursos ante las Autoridades civiles contra las sentencias dictadas por los 
Tribunales eclesiásticos, y decimos imaginaria porque no hay constancia 
en nuestros textos procesales de este recurso. Tal derogación no puede 
afectar a los recursos de fuerza en conocer, pues éstos no consisten en ape­
laciones contra sentencias del Tribunal eclesiástico, sino cuestiones de ju­
risdicción entre la Iglesia y el Estado cuando éste reclama a aquella el co­
nocimiento de los autos que el Tribunal canónico viene tramitando y es 
claro que tal cuestión sólo cabe plantearla cuando aún no se ha dictado 
sentencia (71). 

E) Violación del privilegio.—En las causas contra Prelados actuará 
libremente el can. 2.341, anteriormente examinado (núm. VI, D), pues la 
licencia ha de ser obtenida en todo caso para emplazar o citar a dichas 
Jerarquías. 

En las causas contenciosas contra clérigos inferiores, la omisión de la 
notificación prevenida por el Concordato no constituye violación. del pri­
vilegio, pues no hay materia delictiva al no ser exigida en estos procesos 
la licencia previa y la notificación no puede equipararse a ella. 

En las causas criminales, tampoco hay violación del privilegio, pues 
el art. XVI del Concordato descarga a la parte de la obligación de solici-

(68) SABATim. olí. cil., pg. 226. 
(69) RucATii.LD, el privilegio del fuero. . . , cil., pg. 3 1 ; IMAUTÍN SE.MINAHIO, líl fuero de los 

clérigos en el Concoriliilo español, Rev. Esp. Dcr. C:in., 1954, pg. 389; SAIÍATUH, ob. cil., pag. 
2 2 3 ; ÜEiTiA se limilu a decir que «es un golpe dado sobre lodo a los llamados recursos de fuerza 
en conocer». (Los clérigos a.nic los .Tribunales del lisiado, Ecclesia, n ú m . 642, pg . 27). 

(70) CuASP, Comenlar ios , cil., pgs. 462-463; PHIETO CASTRO, E.xposición del Dereclio Pro­
cesal Civil, T. I, 1942, pg. 70. 

(71) Consideran no derogados eslos rociu'sos MONSEURAT, loe. cil.., pg. 276, CABBEROS, op. 
cit., pg. 135 y GUASP, El Concórdalo. . . , cil. , pgs. 261-262. 
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tar la licencia y atribuye tal deber al Juez, cuya conducta en este particu­
lar no está penada por el citado canon 2.341. 

Tampoco aparece penada por el Codex luris Canonici la inobservan­
cia de los requisitos exigidos por el Concordato en cuanto a ausencia de 
publicidad del juicio criminal contra clérigos, tratamiento especial de 
éstos en caso de detención o prisión y modalidades en el cumplimiento 
de penas privativas de libertad, y comparecencia de los eclesiásticos para 
testificar. Sin embargo, los preceptos disciplinarios de nuestras Leyes pro­
cesales tendrían aplicación cuando se infringieran estas normas concor­
dadas. 






